
 

  

IP-DT-TOL-015-2024 
 

ANALISIS DEL SECTOR PARA LA “INTERVENTORÍA TECNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y 
AMBIENTAL PARA EL MEJORAMIENTO DE VIAS TERCIARIAS EN EL MUNICIPIO DE NATAGAIMA 
DEPARTAMENTO DE TOLIMA”. 

 
 

INTRODUCCION 
 
OBJETO:  INTERVENTORÍA TECNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y AMBIENTAL PARA EL 
MEJORAMIENTO DE VIAS TERCIARIAS EN EL MUNICIPIO DE NATAGAIMA DEPARTAMENTO DE 
TOLIMA. 
 
De conformidad con el Artículo 2.2.1.1.1.6.1. del Decreto 1082 de 2015, el cual establece: “La Entidad 
Estatal debe hacer, durante la etapa de planeación, el análisis necesario para conocer el sector relativo 
al objeto del Proceso de Contratación, desde la perspectiva legal, comercial, financiera, organizacional, 
técnica y de análisis de Riesgo. La entidad estatal debe dejar constancia de este análisis en los 
documentos del proceso”, en este sentido el Instituto Nacional de Vías realiza el presente estudio con el 
objeto de adelantar la contratación para la “INTERVENTORÍA TECNICA, ADMINISTRATIVA, 
FINANCIERA Y AMBIENTAL PARA EL MEJORAMIENTO DE VIAS TERCIARIAS EN EL MUNICIPIO 
DE NATAGAIMA DEPARTAMENTO DE TOLIMA”. 

1. ASPECTOS GENERALES 
 

El Instituto Nacional de Vías es un establecimiento público del orden nacional, con personería jurídica, 
autonomía administrativa y patrimonio propio, adscrito al Ministerio de Transporte, tiene como objetivo la 
ejecución de las políticas, estrategias, planes, programas y proyectos de la infraestructura no 
concesionada de la Red Vial Nacional de carreteras primaria y terciaria, férrea, fluvial y de la 
infraestructura marítima, de acuerdo con los lineamientos dados por el Ministerio de Transporte. 
 
El presente análisis del sector se realiza para la “INTERVENTORÍA TECNICA, ADMINISTRATIVA, 
FINANCIERA Y AMBIENTAL PARA EL MEJORAMIENTO DE VIAS TERCIARIAS EN EL MUNICIPIO 
DE NATAGAIMA DEPARTAMENTO DE TOLIMA”. está fundado en la necesidad de garantizar el control 
y seguimiento del contrato de obra el cual se encuentra en proceso de selección abreviada mediante LP-

004-2021, para ejecutar las obras de mejoramiento de vías terciarias con objeto: a “MANTENIMIENTO 
Y MEJORAMIENTO DE VIAS RURALES DEL PROGRAMA “COLOMBIA RURAL” EN EL MUNICIPIO DE 
NATAGAIMA, DEPARTAMENTO DEL TOLIMA”. 
 
De conformidad con lo establecido en la Ley 80 de 1993, la interventoría es un tipo de contrato de 
consultoría. La Cámara Colombiana de Infraestructura, identifica como consultores a las diferentes 
empresas dedicadas a la actividad de la consultoría, las cuales son fundamentales en la realización de 
las obras de ingeniería, toda vez que son los que ofrecen el conocimiento profesional especializado y 



 

  

técnico, de la mano del juicio independiente y de experiencia que permite garantizar objetividad en el 
análisis y la toma de decisiones, dichos participantes en este rol son catalogados como la industria del 
conocimiento dentro del sector.  
 

2. ASPECTO ECONOMICO 
 
2.1. Productos del sector de consultoría 

 
La consultoría se dirige a todas las áreas de gestión de una empresa, este aspecto determina el segmento 
de actividad de las empresas del sector. Se consideran los segmentos de mayor influencia en el mercado: 

• Consultoría integral, que reúne todas las áreas de gestión (estrategia, finanzas, producción, 
mercadeo, recursos humanos, tecnologías de información). 

• Consultoría en mercadeo, que reúne mercadeo y ventas. 
• Consultoría en tecnologías de la información (software, hardware, servicios conexos). 
• Consultoría en sistemas de gestión, dirigida a formalizar procesos para cumplir estándares 

internacionales con miras a obtener certificaciones. 
• Consultoría en recursos humanos 
• Consultoría legal y tributaria, asesoría en aspectos jurídicos y pagos de impuestos. 

 
 

2.2. Agentes del sector 

 
Por parte del Estado 
Ministerio de transporte 
Agencia Nacional de Infraestructura – ANI 
Entidades públicas departamentales y municipales (Gobernaciones, Alcaldías) 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi – IGAC 
Departamento Nacional De Planeación – DNP 
Superintendencia de Puertos y Transportes 
Instituto Nacional de Vías-INVIAS 
Agencia Nacional de Licencias Ambientales 
Corporaciones Autónomas Regionales 
Departamento Nacional de Planeación 
Auditoría General de la República 
Contraloría General de la República 
 
Por parte de la Sociedad Civil 
Empresas dedicadas a la auditoria, consultoría e interventoría 
Usuarios 
2.3. Gremios y asociaciones 
 
Los gremios y asociaciones del sector servicios a las empresas podemos anotar:  



 

  

Cámaras de Comercios 
Camacol, 
Fedesarrollo, 
Fescol 
Asociación Colombiana de Consultores Empresariales – ACOLCEM 
Sociedad Colombiana de Consultoría 
Mesa Sectorial de Consultoría Empresarial del servicio nacional de aprendizaje (SENA) – MSCE 
 
2.4. Cifras sector consultoría 
 
En el primer trimestre de 2023, el valor agregado de las actividades profesionales, científicas y técnicas; 
y actividades de servicios administrativos y de apoyo crece 2,3% en su serie original, respecto al mismo 
periodo de 2022pr. Esta dinámica se explica por los siguientes comportamientos: 
  

• Actividades profesionales, científicas y técnicas crece 1,4%.  

• Actividades de servicios administrativos y de apoyo crece 3,0%.  

Respecto al trimestre inmediatamente anterior en su serie ajustada por efecto estacional y calendario, el 
valor agregado de las actividades profesionales, científicas y técnicas; y actividades de servicios 
administrativos y de apoyo crece en 1,8%, explicado por: 

• Actividades profesionales, científicas y técnicas crece 1,5%. 

• Actividades de servicios administrativos y de apoyo crece 0,8% 

Tabla 1.  Actividades profesionales, científicas y técnicas 
 

 
 
Según lo documentado anteriormente, es claro que las condiciones actuales del comportamiento del 
mercado específicamente el sector terciario es bueno y con gran aporte al crecimiento económico, ya que 
se está posicionando como uno de los sectores con más potencial de generación de empleo e impulso a 



 

  

la economía del país. Desde la actividad económica Actividades profesionales, científicas y técnicas 
podemos decir que no es una de las de mayor participación dentro del sector pero ocupa el quinto lugar 
en cuanto a  aportes a la dinámica de valor agregado al producto interno bruto , mostrando un alto 
crecimiento desde el año 2021 donde mostro un crecimiento del 9,7% respecto al año anterior y para el 
año 2022 crece en un  8,3%  , con un fuerte potencial en cuanto a su crecimiento y aportes a la economía 
nacional; en cuanto a 2023 mantiene su comportamiento positivo como aporte a la economía 
 

Tabla 2. Variación anual de los ingresos y contribución por tipo de ingresos, según subsector de Servicios--
(Enero 2023/Enero2022) 

 
 
En enero de 2023, quince de los dieciocho subsectores de servicios presentaron variación positiva en el 
personal ocupado total, en comparación con enero de 2022. 
 
A continuación, se presentan la variación anual del personal ocupado total y contribución por categoría 
de contratación, según subsector de servicios: 
 

Tabla 3: Variación anual de los salarios y contribución por tipo de contratación, según subsector de servicios 
(Enero 2023/Enero 2022) 

 



 

  

 
En enero de 2023, todos los subsectores de servicios presentaron variación positiva en los salarios, en 
comparación con enero de 2022. 
A continuación, se presenta la siguiente gráfica: 
 

 



 

  

 
Variación año corrido de los ingresos nominales, personal ocupado total y salarios, según subsector de 
servicios 
 
En lo corrido del año 2023, diecisiete de los dieciocho subsectores de servicios presentaron variación 
positiva en los ingresos, quince presentaron variación positiva en el personal ocupado total y todos los 
subsectores presentaron variación positiva en los salarios, en comparación con el mismo periodo de 2022. 
 
A continuación, se presenta la siguiente gráfica 

 
 
2.4.1. Variación doce meses de los ingresos nominales, personal ocupado total y salarios, según 

subsector de servicios 

 
En los últimos doce meses con corte a enero de 2023, todos los subsectores de servicios presentaron 
variación positiva en los ingresos, diecisiete presentaron variación positiva en el personal ocupado total y 
todos los subsectores presentaron variación positiva en los salarios, en comparación con el mismo 
periodo del año anterior. 
 
A continuación, se presenta la siguiente gráfica: 
 



 

  

 
 

2.4.2. Variación doce meses de los ingresos nominales, personal ocupado total y salarios, según 
subsector de servicios 

En los últimos doce meses con corte a enero de 2023, todos los subsectores de servicios presentaron 
variación positiva en los ingresos, diecisiete presentaron variación positiva en el personal ocupado total y 
todos los subsectores presentaron variación positiva en los salarios, en comparación con el mismo 
periodo del año anterior. 
 
A continuación, se presenta la siguiente gráfica: 
 



 

  

 
 
2.4.3. EVOLUCIÓN POR SUBSECTOR DE SERVICIOS 

 
A continuación, se presentan los tres subsectores de servicios con las variaciones positivas de ingresos 
nominales más altas. 
 
Subsectores de servicios con las tres variaciones más altas 
Variación anual: Enero de 2023 / Enero de 2022 
 
En enero de 2023, los servicios de producción de películas cinematográficas y programas de televisión 
registraron un crecimiento de 40,5% en los ingresos nominales, el personal ocupado total presentó un 
crecimiento de 1,0% y los salarios registraron un crecimiento de 7,4%, en comparación con enero de 
2022. 
 
Tabla 4: Variación anual y contribución de los ingresos nominales por tipo, personal ocupado total y 
salarios por tipo de contratación 
 



 

  

 

 
 
En comparación con el mismo mes de 2022, en enero de 2023 los ingresos totales presentaron un 
aumento de 40,5%, que se explica por el incremento de 41,5% en los ingresos por servicios y de 88,9% 
en la venta de mercancías. Por su parte otros ingresos operacionales presentaron una disminución de 
23,3%.  
 
En enero de 2023 el personal ocupado total presentó una variación de 1,0%, en comparación con enero 
de 2022, que se explica por el incremento de 3,6% en el personal permanente y de 4,8% en el personal 
temporal directo. Por su parte, el personal contratado a través de agencias presentó una disminución de 
14,4%.  
 
Mientras que los salarios en enero de 2023 presentaron un aumento de 7,4%, en comparación con enero 
de 2022, que se explica por el incremento de 6,4% en los salarios del personal permanente y de 13,6% 
en los salarios del personal temporal directo. 
 
2.4.4. Perspectivas de crecimiento  

 
Según la información registrada en boletín del DANE donde se hace seguimiento a la economía, y 
atendiendo la información suministrada en la tabla anterior; el objeto contractual del presente proceso, se 
encuentra en la agrupación dentro del sector Terciario, con actividades profesionales, científicas y 
técnicas, actividades de servicios administrativos y de apoyo.  
 



 

  

Hoy en día puede decirse con certeza que el sector terciario es enormemente importante para la 
economía. En efecto, el mismo emplea una enorme cantidad de mano de obra, a diferencia por ejemplo 
del sector secundario y primario, que requieren primeramente bienes de capital para su desarrollo. Existen 
incluso servicios que son enormemente sofisticados y de alto valor agregado, como por ejemplo el de los 
servicios financieros o los que atañen a algunas tecnologías específicas. Cabe como siempre hacer la 
diferencia en este sentido entre servicios brindados por el sector privado y servicios brindados por el 
sector público, distinguiendo también en este último caso entre servicios que son irrenunciables y 
servicios que pueden privatizarse. 
 
Según informe de portafolio los sectores que más generaron empleos para el quinto mes de 2022, el 44 
% de los 2'196.000 puestos de trabajo recuperados fue generado por tres sectores principalmente. 
 
el sector del entretenimiento, actividades artísticas, recreación y otras actividades de servicio, con un 
aporte de 396.000 empleos. Seguido por las actividades agropecuarias, que generaron 342.000 nuevos 
puestos de trabajo. Y, en tercer lugar, las actividades de transporte y almacenamiento con 314.000. 
 
Para Oviedo, "estos resultados evidencian una recuperación importante de las actividades deportivas, de 
entretenimiento, culturales, y un inicio del ciclo productivo agropecuario que lleva a la creación de 342.000 
puestos de trabajo, y sobre todo el trasporte público terrestre automotor está impulsando en gran parte la 
creación de empleos". 
 
2.4.5. Comportamiento del índice de las actividades terciarias. 

 
Para el mes de diciembre de 2022 el índice de las actividades terciarias, en su serie original se ubicó en 
150,93, lo que representó un crecimiento de 3,12% respecto al mes de diciembre de 2021p (146,36). En 
cuanto a la serie ajustada por efecto estacional y calendario, para el mes de diciembre de 2022pr, se 
ubicó en 133,37, lo que representó un crecimiento de 3,24% respecto al mes de diciembre de 2021p 
Gráfico 2. Índice de las actividades terciarias. 

 
Gráfico 2. Tasa de crecimiento anual del índice de las actividades terciarias 



 

  

 
 
Como se puede observar en las gráficas anteriores el índice de actividades económicas terciarias 
presento crecimiento en el cierre 2022 respecto al año anterior, según la dinámica de la económica que 
ha tenido el país en el corto plazo de la medición la evolución de esta actividad económica es positiva.
  
La pandemia ha exacerbado los desafíos anteriores de pobreza, desigualdad e informalidad del mercado 
laboral, al tiempo que ha interrumpido la educación de muchos niños hasta por 18 meses. Curar estas 
cicatrices requerirá gastos adicionales en protección social, salud y educación, que solo pueden 
financiarse con ingresos públicos adicionales. Esto brinda una oportunidad para una reforma más 
profunda del sistema tributario y sus exenciones generalizadas y tasas especiales, la mayoría de las 
cuales favorecen a los más acomodados. También se puede utilizar para reforzar la sostenibilidad fiscal 
y garantizar el cumplimiento de la regla fiscal  
modificada, que ahora contiene un ancla de deuda. Una revisión significativa del sistema de pensiones 
fragmentado podría aumentar la cobertura y reducir la pobreza en la vejez, mientras que los programas 
de beneficios en efectivo fragmentados podrían fusionarse en una red de seguridad social universal, sobre 
la base de los avances recientes en los registros sociales. Mejorar los incentivos para la creación de 
empleo formal junto con medidas para reducir las barreras comerciales y fortalecer la competencia podría 
facilitar los procesos de reasignación necesarios, apoyando tanto la productividad como la equidad. La 
deforestación, una de las principales fuentes de emisiones de gases de efecto invernadero, podría 
frenarse con mayores esfuerzos de aplicación y una expansión de los registros de tierras rurales. 
 
el daño económico causado por el conflicto contribuirá a una desaceleración significativa del crecimiento 
mundial en 2022 y atizará la inflación. Los precios de los combustibles y los alimentos han subido con 
rapidez, asestando un golpe particularmente duro a las poblaciones vulnerables de los países de bajo 
ingreso. Se proyecta que el crecimiento mundial se desacelere del 6,1% estimado para 2021 a 3,6% en 
2022 y 2023; es decir, 0,8 y 0,2 puntos porcentuales en 2022 y 2023 que lo previsto en enero. Más allá 
de 2023, el crecimiento mundial disminuiría a alrededor de 3,3% a mediano plazo. El encarecimiento de 
las materias primas provocado por la guerra y la ampliación de las presiones de precios se han traducido 
en una inflación proyectada para 2022 de 5,7% en las economías avanzadas y de 8,7% en las economías 



 

  

de mercados emergentes y en desarrollo; o sea, 1,8 y 2,8 puntos porcentuales más que lo proyectado en 
enero. Las iniciativas multilaterales para responder a la crisis humanitaria, impedir que se ahonde la 
fragmentación económica, mantener la liquidez mundial, manejar las situaciones críticas de 
sobreendeudamiento. El crecimiento seguirá siendo sólido, mientras que las mejoras en el mercado 
laboral serán más lentas. 
 
2.4.6. Indicadores macroeconómicos -Producto Interno Bruto (PIB) 

 
Para el 2023, las proyecciones económicas de las grandes regiones presentan menores tasas de 
crecimiento. Por ejemplo, Latinoamérica y el Caribe registrarían un lento incremento, de una tasa de 2,5% 
en esos años. Precisamente, en los principales países latinoamericanos se presentó igualmente una 
mayor dinámica económica durante 2021, por ejemplo, en Perú, Chile, Colombia y Argentina, la tasa de 
crecimiento del PIB superó el 10% en ese año. Para el 2022, se prevé desaceleración económica en los 
principales países de la región. Tanto el FMI como el Banco Mundial estiman para Colombia un aumento 
entre 5,8% y 5,4%, superando la tasa de crecimiento prevista a Perú, Chile, Brasil, México y Argentina. 
El Ministerio de Hacienda de Colombia estima que la economía del país crezca 6,5% en 2022 (Marco 
Fiscal de Mediano Plazo 2022). 
 

 
 

El Producto Interno Bruto crece 7,5% en el año 2022 respecto al año 2021. Las actividades económicas 
que más contribuyen a la dinámica del valor agregado son:  
 
• Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y motocicletas; Transporte 
y almacenamiento; Alojamiento y servicios de comida que crece 10,7% y contribuye 2,1 puntos 
porcentuales a la variación anual.  
 
• Industrias manufactureras que crece 9,8% y contribuye 1,2 puntos porcentuales a la variación anual.  
 
• Actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras actividades de servicios; Actividades de 
los hogares individuales en calidad de empleadores; actividades no diferenciadas de los hogares 
individuales como productores de bienes y servicios para uso propio que crece 37,9% y contribuye 1,2 
puntos porcentuales a la variación anual. 
Tabla 8: Tasa de crecimiento anual por actividad económica. 



 

  

 
 
Según las cifras reportadas en boletín técnico del DANE , el producto interno bruto ha tenido un 
crecimiento positivo en los últimos dos años, si bien es cierto en 2021 su crecimiento fue del 11%  respecto 
al año 2020 y para el 2022 su crecimiento fue de 7,5% respecto al año anterior , su crecimiento fue menor 
pero sigue con un alto porcentaje, consecuencia  del gran golpe económico por el que paso el mundo, 
este comportamiento se da por grandes fluctuaciones de la economía y que en los últimos meses se ha 
venido estabilizando y tomando un valor que seguramente se mantendrá con menos fluctuaciones. 
 
2.4.7.  Comportamiento del PIB para Actividades profesionales, científicas y técnicas.  

 
Para el año 2022, el valor agregado de las actividades profesionales, científicas y técnicas; y actividades 
de servicios administrativos y de apoyo crece 8,3%, en su serie original, respecto al mismo periodo de 
2021. Esta dinámica se explica por los siguientes comportamientos: 
 
• Actividades profesionales, científicas y técnicas crece 7,0%.  
 
• Actividades de servicios administrativos y de apoyo crece 9,3%.  
 
En el cuarto trimestre de 2022pr, el valor agregado de las actividades profesionales, científicas y técnicas; 
y actividades de servicios administrativos y de apoyo crece 3,9% en su serie original, respecto al mismo 
periodo de 2021p . Esta dinámica se explica por los siguientes comportamientos:  
 
• Actividades profesionales, científicas y técnicas crece 2,9%.  



 

  

 
• Actividades de servicios administrativos y de apoyo crece 4,8%. 
 
Respecto al trimestre inmediatamente anterior en su serie ajustada por efecto estacional y calendario, el 
valor agregado de las actividades profesionales, científicas y técnicas; y actividades de servicios 
administrativos y de apoyo decrece en 0,7%, explicado por:  
 
• Actividades profesionales, científicas y técnicas decrece -0,04%.  
 
• Actividades de servicios administrativos y de apoyo decrece 1,2%. 
 
Tabla 9: Comportamiento del PIB para Actividades profesionales, científicas y técnicas. 
 

 
 
El PIB  para esta actividad económica presenta un comportamiento fluctuante en los últimos trimestres 
del 2022, sin embargo cierra el año con un porcentaje de crecimientos del 8,3 respecto al cierre de 2021.  
 
2.4.8. Indicador de seguimiento a la economía. 

 
Para el mes de diciembre de 2022pr el índice de las actividades terciarias, en su serie original se ubicó 
en 150,93, lo que representó un crecimiento de 3,12% respecto al mes de diciembre de 2021p (146,36). 
En cuanto a la serie ajustada por efecto estacional y calendario, para el mes de diciembre de 2022pr, se 
ubicó en 133,37, lo que representó un crecimiento de 3,24% respecto al mes de diciembre de 2021. 
 
Gráfico 15. Tasa de crecimiento anual del índice de las actividades terciarias 
 



 

  

 
2.4.9.  Pronóstico De Crecimiento 

 
Para el 2023 los pronósticos de crecimiento de distintos analistas fluctúan entre 0,5% y 2,2%. Como 
indicamos, nuestro análisis arroja que lo más probable es que este se sitúe en 1%. Claramente esa tasa 
es insuficiente e impactará la generación de empleo y la capacidad de las empresas de emprender nuevos 
proyectos de inversión productiva, comprometiendo el crecimiento futuro. 

 
Los motores de crecimiento serán la agricultora mencionada por el gobierno como estrategia. Para que 
sea realidad, es clave adelantar inversiones en bienes públicos, en semillas certificadas, distritos de 
riesgo, vías terciarias, dar claridad sobre el uso de la tierra; y garantizar un acceso a materias primas 
competitivas para los bienes finales y un abastecimiento de los energéticos que requiere esta cadena. 
 
Impulsar y diversificar las exportaciones industriales debe ser prioridad. Esto no llegará si no actuamos 
decididamente. Somos una economía con un alto costo país, en la que los trámites son engorrosos y sin 
políticas industriales audaces. La infraestructura debe ser una prioridad nacional. 
 
Se habla de los efectos de la apertura de las fronteras comerciales con Venezuela. Si bien es cierto que 
el comercio bilateral tiene potencial, en el pasado lo tuvo, la oportunidad está en integrar productos 
producidos por esfuerzos binacionales para venderlos al mundo, generando sinergias que permitan tomar 
lo mejor de los dos países para ser más competitivos con otras naciones. 
 



 

  

2.4.10. Cadena de producción y distribución 

 
El procedimiento de prestación de servicios se resume en el siguiente diagrama: 

 
Fuente: https://repository.eafit.edu.co/bitstream/handle/10784/621/JorgeMario_RiveraIllera_2012.pdf?sequence=3  
 

3. ASPECTO TECNICO 

Las condiciones técnicas para la presente modalidad de contratación están sujetas entre otras a la 
Resolución 4561 del 29 de noviembre del 2022 “Por la cual se deroga la Resolución 1524 del 6 de mayo 
de 2022, y se adoptan las Especificaciones Generales de Construcción de Carreteras, como Norma 
Técnica para los proyectos de la Red Vial Nacional derogando la resolución 1375 del 26 de mayo de 2014 
“por la cual se actualizan las especificaciones generales de construcción para carreteras vigentes” y a la 
Resolución 1376 del 26 de mayo de 2014 “Por la cual se actualizan las Normas de Ensayo de Materiales 
para Carreteras.” 
 
Los demás documentos técnicos pueden ser consultados en el portal de internet del INVIAS.  
 
Así mismo, las condiciones técnicas particulares referentes a la ejecución del contrato que se pretende 
celebrar se encuentran discriminadas de manera clara y precisa en los documentos anexos “ANEXO 
TÉCNICO” que forma parte del presente Documento de Estudios Previos. 
 

https://repository.eafit.edu.co/bitstream/handle/10784/621/JorgeMario_RiveraIllera_2012.pdf?sequence=3


 

  

4. ASPECTO REGULATORIO 

El marco legal del proceso de selección que se adelanta está conformado por la Constitución Política, la 
Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, Ley 1474 de 2011, Decreto 1082 de 2015, Ley 1437 de 2011 o Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Ley 1564 de 2012 ó Código General 
del Proceso, los Códigos Civil y de Comercio, la Ley 1882 del 15 de enero de 2018, Decreto 392 de 2018   
y demás normas concordantes. 

También hay que tener en cuenta la Ley 1682 de 2013, Ley 99 de 1993 y su Decreto reglamentario 2041 
de 2014, Ley 105 de 1993, Ley 388 de 1997; Ley 1182 de 2008, Ley 1228 de 2008.  

Adicionalmente las normas técnicas para la presente modalidad de contratación están sujetas a la 
Resolución 1375 del 26 de mayo de 2014, 1376 del 26 de mayo de 2014 y el desarrollo de las actividades 
de Interventoría, están sujetas a las disposiciones contenidas en el Manual de Contratación y el Manual 
de Interventoría del Instituto Nacional de Vías, adoptado mediante resolución 9337 del 30 de diciembre 
de 2016. 

5. ESTUDIO DE LA OFERTA 

Analizando el aplicativo de Abastecimiento de Colombia Compra Eficiente se puede evidenciar que en 
los segmentos 811015 Y 811022, durante el año 2022 se publicaron en SECOP II, 53 contratos de ellos 
cuales se puede apreciar que 33 proveedores ofertaron sus servicios para contratos de interventoría por 
mínima cuantía ejecutados por el Instituto Nacional de Vías -INVIAS tal y como se evidencia en los 
siguientes gráficos: 

 



 

  

Estudio de la Oferta

 
Así mismo, se puede apreciar que de la cantidad de contratos ejecutados por el Instituto Nacional de 
Vías -INVIAS  de mínima cuantía durante el año 2022 el 5,65% corresponde a Mipyme y el 94,35% 
corresponde a otras Empresas, lo que evidencia que existe una gran cantidad de contratos que 
actualmente están siendo ejecutados por empresas mipymes que tienen la capacidad de ejecutar 
labores simulares al objeto contractual del presente proceso. 
 

 
 
Desde un panorama más amplio y teniendo en cuenta los códigos de la Clasificación UNSPSC 811015 y 
811022 se consultaron estadísticas de procesos con las mismas características a nivel nacional, los 
cuales sirven como referencia para analizar el mercado. 
 



 

  

 

 
 
Teniendo en cuenta esta información suministrada por la herramienta de análisis de oferta y demanda del 
Modelo De Abastecimiento Estratégico (MAE) de Colombia compra eficiente, se puede decir que en esta 
modalidad de contratación la participación de MiPymes se mantiene proporcional a la información tomada 
de los datos del INVIAS.  Si bien es cierto este no es un porcentaje alto de participación, pero si es un 
porcentaje importante dentro de la muestra un 5,83% son MiPymes que buscan la participación en la 
contratación pública y que claramente pueden responder a esta necesidad. 
 

I. CRONOGRAMAS DE EJECUCIÓN 

 
Teniendo en cuenta los trabajos que se pretenden ejecutar en las obras desagregadas en el proceso de 
selección LP-004-2021, se prevé que para este tipo de trabajos las entregas se realizan parcialmente, de 



 

  

acuerdo al avance de las obras y que serán supervisados por el Contrato de Interventoría objeto de este 
proceso. 
 

II. DETERMINACION DEL VALOR DEL CONTRATO 
Teniendo en cuenta que se entiende por consultoría aquella actividad que, por especializada, solo puede 
ser realizada por personas que tienen un gran conocimiento y experiencia sobre una materia o asunto 
específico, en cuya ejecución prevalece el ejercicio del intelecto y toda vez que la consultoría traduce 
una actividad intelectual y autónoma, ejecutada por una persona natural o jurídica, que se presenta, 
entre otras formas en la emisión de conceptos, estudios, recomendaciones y opiniones, relacionadas 
con una determinada área, actividad o asunto, basadas en un conocimiento especializado y/o una 
experiencia que permiten dar respuestas y ofrecer soluciones óptimas a problemas específicos; para 
este tipo de contratos, el mercado en la mayoría de los casos, para el reconocimiento de las actividades 
desarrolladas, adopta la metodología de reembolso de costos de personal reales, afectados por un 
factor multiplicador aplicable sobre los costos de personal, más costos directos. 

 CRITERIOS DIFERENCIALES PARA MIPYME  
 
El pasado 31 de diciembre de 2020, en congruencia con el «Pacto por el emprendimiento, la formalización 
y la productividad» del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, el Presidente de la República sancionó la 
Ley 2069 de 2020 para impulsar el nacimiento de nuevas empresas que incentiven la generación de 
empleo en país. Pensada en clave de reactivación de la economía y fomento a la actividad emprendedora, 
la ley propicia un entorno para ayudar al crecimiento, consolidación y sostenibilidad de esas iniciativas, 
generando mayor desarrollo social, creación de las empresas y mejoras tanto en la productividad como 
en la competitividad. De esta manera, la ley en comento también concreta la «Política de formalización 
empresarial» del Documento CONPES 3956 del 8 de enero de 2019. 
 
Teniendo en cuenta la Ley 269-2022 que tiene por objeto establecer un marco regulatorio que propicie el 
emprendimiento y el crecimiento, consolidación y sostenibilidad de las empresas, con el fin de aumentar 
el bienestar social y generar equidad, de igual forma la citada Ley tiene entre otros los siguientes objetivos: 
Reducir las cargas para emprendedores y generar gradualidad para empresas de menor escala. Ampliar 
las oportunidades de acceso a mercados, a través de compras públicas. Diversificar y ampliar esquemas 
de financiamiento para todo tipo de emprendimiento. 
 
Por otra parte, la importancia del emprendimiento en Colombia radica en la capacidad que tienen las 
MIPYMES para generar empleo y ser un motor para la economía nacional, prueba de ello es que el 80% 
del empleo nuevo en Colombia es generado por el 10% de los nuevos proyectos de emprendimiento, en 
muchos de los casos MIPYMES, tal como se muestra a continuación: 



 

  

 
 
ANÁLISIS CON RELACIÓN A LA MIPYMES 
 
Impacto de la Ley 2069 de 2020 en la contratación estatal. 
 
El pasado 31 de diciembre, en congruencia con el «Pacto por el emprendimiento, la formalización y la 
productividad» del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, el Presidente de la República sancionó la Ley 
2069 de 2020 para impulsar el nacimiento de nuevas empresas que incentiven la generación de empleo 
en país. Dicha Ley busca generar la reactivación de la economía y fomentar la actividad emprendedora, 
y por ello, tiene como uno de sus propósitos propiciar un entorno para ayudar al crecimiento, consolidación 
y sostenibilidad de esas iniciativas, generando mayor desarrollo social, creación de las empresas y 
mejoras tanto en la productividad como en la competitividad. De esta manera, la ley en comento también 
concreta la «Política de formalización empresarial» del Documento CONPES 3956 del 8 de enero de 
2019. 
 
Por ello, la ley impulsa medidas para i) reducir cargas y trámites para los emprendedores del país; ii) 
facilitar su acceso al sistema de compras y contratación pública; iii) incentivar el crecimiento económico 
con la llegada de más actores al ecosistema de inversión y financiación; iv) focalizar esfuerzos, optimizar 
la gestión de recursos e incentivar una visión integral del desarrollo productivo a través del fortalecimiento 
institucional; v) facilitar la apropiación del emprendimiento y la cultura emprendedora en la juventud 
colombiana; así como vi) otorgar beneficios para emprendedores, especialmente, estableciendo un 
enfoque diferencial respecto a los miembros de las poblaciones más vulnerables, que les permita avanzar 
en su actividad y desarrollar sus iniciativas. 
 
Para efectos de la consulta, los artículos 30, 31, 32, 33, 34, 35 y 36 de la Ley 2069 de 2020 crean una 
serie de incentivos para las personas interesadas en celebrar contratos con el Estado. Particularmente, 
conforme a la exposición de motivos, «[…] propone facilitar el acceso de las Mipymes a la modalidad de 
contratación de mínima cuantía, la limitación de estos procesos a Mipymes, define la posibilidad de 
establecer criterios diferenciales a favor de las Mipymes en los procesos de contratación pública, amplía 



 

  

el ámbito de aplicación de las medidas de compras públicas a entidades que hoy están excluidas, 
establece la creación de un sistema de información e indicadores para evaluar la efectividad de las 
medidas adoptadas y define la inclusión de factores de desempate en los procesos. 
 
Mipymes y mínima cuantía 
 
El artículo 30 de la Ley 2069 de 2020 modifica el numeral 5 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, el cual 
regula la mínima cuantía. En esta modalidad de selección, la entidad estatal realiza una convocatoria 
pública para recibir ofertas de bienes o servicios cuyo valor no excede el diez por ciento –10%– de la 
menor cuantía. Fue creada por el artículo 94 de la Ley 1474 de 2011, disponiendo que el factor 
determinante para adelantarla es el valor del presupuesto oficial con independencia de su objeto. Por lo 
demás, como en este procedimiento el contrato se perfecciona con la aceptación de la oferta, se considera 
un sucedáneo de los denominados «contratos sin formalidades plenas. 
 
En esencia, el artículo 30 de la Ley 2069 de 2020 conserva a grandes rasgos el procedimiento previsto 
en el derogado artículo 94 de la Ley 1474 de 2011, el cual define los aspectos generales del procedimiento 
contractual. No obstante, aludiendo expresamente al desarrollo reglamentario, el parágrafo primero 
introduce el siguiente cambio: «Las particularidades del procedimiento aquí previsto, así como la 
posibilidad que tengan las entidades de realizar estas adquisiciones a Mipymes o establecimientos que 
correspondan a la definición de "gran almacén" señalada por la Superintendencia de Industria y Comercio, 
se determinarán en el reglamento que para el efecto expida el Gobierno Nacional» (Énfasis fuera de 
texto). 
 
Esta modificación es importante, pues antes de la Ley de Emprendimiento era imposible limitar a mipymes 
la mínima cuantía, especialmente, cuando el artículo 94 la Ley 1474 de 2011 disponía que no era aplicable 
la Ley 816 de 2003, Por medio de la cual se apoya a la industria nacional a través de la contratación 
pública», ni el artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, relacionado con la promoción del desarrollo en la 
contratación pública. A partir de la expedición del artículo 30, parágrafo 2, de la Ley 2069 de 2020, «La 
contratación a que se refiere el presente artículo se realizará exclusivamente con las reglas en él 
contempladas y en su reglamentación. En particular no se aplicará lo previsto en la Ley 816 de 2003». Es 
decir, al no prohibir la aplicación del artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, la norma –además de reiterar la 
importancia de su reglamentación posterior– permite las convocatorias limitadas a mipymes en esta 
modalidad de selección. 
 
Como se observa, el parágrafo 1 del artículo 30 de la Ley 2069 de 2020 dispone que el reglamento es 
importante para regular i) las «particularidades del procedimiento de selección» y ii) la posibilidad de 
realizar estas adquisiciones a mipymes o establecimientos que correspondan a la definición de «gran 
almacén». No obstante, ¿es necesario el desarrollo normativo para la vigencia de la mínima cuantía? En 
principio, la respuesta positiva a esta inquietud se fundamentaría en la necesidad de que el reglamento 
precise los detalles del procedimiento de selección. Dentro de esta postura, la regulación de los «aspectos 
generales del trámite» sería insuficiente, pues las entidades carecerían de criterios uniformes para 
desarrollarlo en la práctica. 
 
La Subdirección de Gestión Contractual no comparte esta tesis, porque si la ley define los aspectos 
generales del procedimiento, estos vinculan directamente a las entidades estatales. En efecto, «[…] el 



 

  

propósito del legislador fue delimitar sólo los principios que rigen la contratación pública, con el fin de 
orientar la gestión contractual. A diferencia de una ley general o de una ley marco, la técnica legislativa 
de los principios no busca un desarrollo ulterior a través del reglamento, sino unas bases para la actuación 
inmediata, sin que sea necesaria la intermediación del desarrollo reglamentario […]». 
 
Por tanto, dado que el artículo 30 de la Ley 2069 de 2020 regula aspectos de la mínima cuantía como i) 
el término mínimo para publicar la invitación, ii) el plazo mínimo de recepción de las ofertas, iii) el factor 
de evaluación que define la selección del proponente y iv) el perfeccionamiento del contrato, las entidades 
deben estructurar sus procedimientos de selección de acuerdo con estos parámetros, los cuales tienen 
una aplicación inmediata sin que el reglamento condicione si vigencia. En otras palabras, la mínima 
cuantía es directamente aplicable, sin perjuicio de que a través del ejercicio de la potestad reglamentaria 
se desarrolle específicamente la «Singularidad, especialidad e individualidad» del trámite, así como 
realización estas adquisiciones a Mipymes o establecimientos que correspondan a la definición de «gran 
almacén». 
 
Criterios diferenciales para Mipymes en el sistema de compra pública 
 
El artículo 31 de la Ley 2069 de 2020 introduce criterios diferenciales para el acceso de las Mipymes al 
sistema de compras y contratación pública. Para estos efectos, el inciso primero dispone que «Las 
Entidades Estatales de acuerdo con el análisis de Sector podrán incluir, en los Documentos del Proceso, 
requisitos diferenciales y puntajes adicionales, en función del tamaño empresarial para la promoción del 
acceso de las MIPYMES al mercado de Compras Públicas». 
 
La aplicación de los «criterios diferenciales», los cuales incluyen tanto los «requisitos diferenciales» como 
los «puntajes adicionales», depende de las conclusiones del estudio del sector. Esto significa que si 
después del análisis de mercado de los potenciales oferentes no existe la posibilidad de que alguna 
Mipyme se presente al procedimiento de selección, carece de sentido aplicar el artículo en comento por 
sustracción de materia: ad imposibilita nemo tenetur. 
 
No obstante, el inciso segundo y el parágrafo del artículo 31 de la Ley 2069 de 2020 disponen, 
respectivamente, que «El Gobierno Nacional reglamentará la definición de los criterios diferenciales, 
sobre reglas objetivas [relacionadas con «requisitos diferenciales» y «puntajes adicionales»] que podrán 
implementar las Entidades Estatales» (Corchetes fuera de texto) y que «Dentro de los criterios 
diferenciales que reglamente el Gobierno Nacional se dará prioridad a la contratación de producción 
nacional sin perjuicio de los compromisos comerciales adquiridos con otros Estados». Es decir, esta 
norma también dispone el desarrollo reglamentario como una condición previa para su aplicación. 
 
Promoción del acceso de las Mipymes al mercado de compras públicas 
 
El artículo 33 de la Ley 2069 de 2020 modifica el artículo 12 de la Ley 590 de 2000, el cual regula la 
promoción del acceso de las mipymes al mercado de compras públicas. Al respecto, contiene una serie 
de deberes para las entidades estatales indistintamente de su régimen de contratación, los patrimonios 
autónomos constituidos por entidades estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, cuyo 
incumplimiento estructura una causal de mala conducta. Las obligaciones citadas fomentan la actividad 
de las empresas que, por su tamaño o capacidad económica, no podrían competir en condiciones de 



 

  

igualdad con aquellas que cuentan con grandes capitales y plantas de personal. De esta manera, no solo 
estas pequeñas unidades de explotación económica se hacen visibles dentro del mercado de bienes y 
servicios requeridos por las entidades públicas, sino que se promueve de manera directa el crecimiento 
de las regiones en las que se desarrolla tal actividad económica. 
 
Lo importante es que la norma analizada no alude a la necesidad de una reglamentación posterior, por lo 
que los deberes prescritos en el artículo 33 de la Ley 2069 de 2020 son de cumplimiento inmediato. Por 
tanto, conforme al marco normativo que regule el acceso de las mipymes al mercado de compras públicas, 
las entidades deberán adoptar las medidas necesarias para el acatamiento de esta disposición. 
 
Promoción del desarrollo en la contratación pública 
 
Como una medida complementaria a la prevista en el artículo 30 de la Ley 2069 de 2020, el artículo 34 
ibidem modifica el artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, el cual regula la promoción del desarrollo en la 
contratación pública. Inicialmente, la redacción de la Ley 1150 fue modificada por el artículo 32 de la Ley 
1450 de 2011, pero esta última quedó derogada con la expedición de la Ley de Emprendimiento. 
Resaltando los cambios relevantes, la norma dispone lo siguiente: 
 
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 13, 333 y 334 de la Constitución Política, el Gobierno 
Nacional definirá las condiciones y los montos de acuerdo con los compromisos internacionales vigentes, 
para que, en desarrollo de los Procesos de Contratación, las Entidades Estatales indistintamente de su 
régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los 
particulares que ejecuten recursos públicos, adopten en beneficio de las Mipyme, convocatorias limitadas 
a estas en las que, previo a la Resolución de apertura del proceso respectivo, se haya manifestado el 
interés de por lo menos dos (2) Mipyme. 
 
Asimismo, el reglamento podrá establecer condiciones preferenciales en favor de la oferta de bienes y 
servicios producidos por las Mipyme, respetando los montos y las condiciones contenidas en los 
compromisos internacionales vigentes, cuando sean aplicables. 
 
En todo caso, se deberá garantizar la satisfacción de las condiciones técnicas y económicas requeridas 
en el Proceso de Contratación. (Énfasis fuera de texto) 
 
En contraste con la redacción de la Ley 1450 de 2011, la Ley de Emprendimiento amplía la limitación a 
mipymes de forma que ya no solo aplica en los procedimientos de selección de las entidades sometidas 
a la Ley 80 de 1993, sino que se extiende a la gestión contractual de las entidades exceptuadas, los 
patrimonios autónomos y los particulares que ejecuten recursos públicos. Por lo demás, la norma congela 
en el rango de ley el número de interesados que debe solicitar la limitación. 
Sin embargo, también alude a la necesidad del desarrollo reglamentario posterior, por lo que no es posible 
aplicarla directamente desde la fecha de su expedición. Lo propio sucede cuando la norma dispone que 
«[…] las entidades estatales, dispondrán, de mecanismos que fomenten en la ejecución de los contratos 
estatales la provisión de bienes y servicios por población en pobreza extrema, desplazados por la 
violencia, personas en proceso de reintegración y, sujetos de especial protección constitucional en las 
condiciones que señale el reglamento […]». Esto significa que los mecanismos de fomento requieren un 
desarrollo posterior para su aplicación en los procedimientos contractuales. 



 

  

 
Para efectos de la consulta, conviene preguntarse qué sucede con la vigencia del artículo 2.2.1.2.4.2.2 
del Decreto 1082 de 2015, que, hasta la expedición de la Ley 2069 de 2020, regía las convocatorias 
limitadas a mipymes. Conforme a lo explicado en el Concepto C-043 del 9 de febrero de 2020, dicho 
artículo del Decreto reglamentario no está vigente, porque su contenido es contrario al artículo 34 de la 
Ley 2069 de 2020. En tal sentido, ha perdido fuerza ejecutoria, de conformidad con el artículo 91, numeral 
2, de la Ley 1437 de 2011, el cual establece que los actos administrativos –categoría que, como es sabido, 
incluye los decretos reglamentarios– dejan de ser obligatorios o decaen «Cuando desaparezcan sus 
fundamentos de hecho o de derecho». 
 
Si los decretos reglamentarios que profiere el Presidente de la República en ejercicio de la potestad que 
le confiere el artículo 189, numeral 11, de la Constitución Política, buscan «la cumplida ejecución de las 
leyes», y si la disposición legal que había servido de fundamento a la expedición del artículo 2.2.1.2.4.2.2 
del Decreto 1082 de 2015 –es decir, el artículo 12 de la Ley 1150 de 2007– fue modificado por el artículo 
34 de la Ley 2069 de 2020, puede concluirse que la disposición reglamentaria decayó, por desaparición 
de su fundamento de derecho. Es decir, el fundamento de derecho, que era el contenido del artículo 12 
de la Ley 1150 de 2007, fue subrogado por el artículo 34 de la Ley 2069 de 2020. Sin embargo, no es 
solo por una razón formal que se deduce la pérdida de fuerza ejecutoria del artículo 2.2.1.2.4.2.2 del 
Decreto 1082 de 2015, sino también por un argumento material, como se explica a continuación. 
 
Además de que el artículo 2.2.1.2.4.2.2 del Decreto 1082 de 2015 perdió el fundamento legal, su 
contenido es contrario al del nuevo artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 34 de 
la Ley 2069 de 2020. En efecto, este último artículo no consagra las mismas exigencias para las 
convocatorias limitadas a mipymes. Concretamente, no incluye todos los requisitos que, hasta la entrada 
en vigencia de la Ley 2069 de 2020, establecía el artículo 2.2.1.2.4.2.2 del Decreto 1082 de 2015. Esta 
norma indicaba en su primer inciso que la entidad estatal solo podía limitar la convocatoria a las mipymes 
nacionales si se trataba de procesos de selección de licitación pública, selección abreviada y concursos 
de méritos. Por su parte, tal restricción no se encuentra en el artículo 34 de la Ley 2069 de 2020. 
 
Adicionalmente, el numeral 1 del artículo 2.2.1.2.4.2.2. del Decreto 1082 de 2015 exigía que el valor del 
proceso de contratación en el que pretendiera limitarse la convocatoria a mipymes fuera «[…] menor a 
ciento veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de América (US$125.000), liquidados con la tasa de 
cambio que para el efecto determina cada dos años el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo». Este 
requisito tampoco se observa expresamente regulado en el artículo 34 de la Ley 2069 de 2020, porque la 
definición del monto corresponde al decreto que lo reglamente. 
 
A lo anterior debe agregarse que mientras la nueva disposición legal indica que la convocatoria limitada 
a mipymes debe hacerse cuando por lo menos dos (2) de estas hayan manifestado su interés antes de 
la resolución de apertura del proceso respectivo, el artículo 2.2.1.2.4.2.2 del Decreto 1082 de 2015 
condicionaba la limitación de la convocatoria a que la entidad estatal hubiera recibido solicitudes de por 
lo menos dos (2) mipymes, a más tardar un día hábil antes de la apertura del proceso de selección. 
 
Las diferencias evidenciadas son suficientes para mostrar que, además de la pérdida de fuerza ejecutoria 
del artículo 2.2.1.2.4.2.2. del Decreto 1082 de 2015, por la desaparición de su fundamento de derecho, 
se advierte una manifiesta oposición entre dicho enunciado normativo y el nuevo contenido del artículo 



 

  

12 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 34 de la Ley 2069 de 2020. Ante esta contradicción, 
se debe aplicar la consecuencia jurídica prevista en el artículo 84 de la Ley 2069 de 2020, según la cual 
esta «deroga […] todas las disposiciones que le sean contrarias». Entonces, puede afirmarse que, 
además del decaimiento del artículo 2.2.1.2.4.2.2 del Decreto 1082 de 2015, esta disposición debe 
entenderse derogada. 
 
Por último, no es válido aducir que los apartados normativos del artículo 2.2.1.2.4.2.2. del Decreto 1082 
de 2015 que, en su texto, no sean contrarios a la nueva regulación contenida en el artículo 34 de la Ley 
2069 de 2020 pueden seguirse aplicando. Tal aseveración no es admisible, porque el artículo 34, 
reiteradamente, señala que el gobierno nacional debe definir las condiciones para la aplicación de las 
reglas recientemente expedidas, que permitan llevar a cabo las convocatorias limitadas a mipymes, lo 
cual demuestra la voluntad legislativa de establecer la necesidad de una nueva reglamentación de dicha 
materia. En tal sentido, el gobierno nacional podría, mediante el decreto reglamentario que expida, definir 
nuevas condiciones y montos para las convocatorias limitadas a mipymes. Por ende, mientras ello no 
suceda, las entidades estatales, los patrimonios autónomos constituidos por estas y los particulares que 
ejecuten recursos públicos, no pueden adoptar convocatorias limitadas a mipymes, pues al tenor del 
artículo 34 de la Ley 2069 de 2020, la eficacia de esta norma quedó condicionada a la expedición del 
decreto reglamentario que fije las condiciones de su operatividad. 
Por lo anterior la entidad estatal limitara la convocatoria a MIPYME cuando se cumplan los presupuestos 
del artículo 2.2.1.2.4.2.2. del Decreto 1082 de 2015, así mismo cuando se presenten dos (2) o más 
solicitudes territoriales se dará prelación a las mismas frente a solicitudes nacionales, teniendo en cuenta 
el lugar de ejecución de las obras y en procura al artículo 2.2.1.2.4.2.3. del referido Decreto. 
 
Factores de desempate 
 
El artículo 35 de la Ley 2069 de 2020 regula los factores de desempate. Conforme a la norma citada, 
estos aplican en los procedimientos de selección de las entidades sometidas al Estatuto General, las 
entidades exceptuadas de la Ley 80 de 1993 y los patrimonios autónomos constituidos por entidades 
estatales. Incluso, al consagrarse en la ley, generan la derogación y decaimiento de los previstos en el 
artículo 2.2.1.1.2.2.9 del Decreto 1082 de 2015, pues se trata de una norma superior y posterior que 
genera la pérdida de los fundamentos de derecho en los previstos en el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Administrativo de Planeación Nacional. 
 
Aunque algunas normas de la Ley de Emprendimiento aluden a la reglamentación posterior, esta no 
condiciona la vigencia del artículo 35. En efecto, si bien los factores de desempate deben aplicarse «[…] 
de forma sucesiva y excluyente para seleccionar al oferente favorecido, respetando en todo caso los 
compromisos internacionales vigentes» –según lo dispone el inciso primero–, el parágrafo tercero del 
mencionado artículo establece que «El Gobierno Nacional podrá reglamentar la aplicación de factores de 
desempate en casos en que concurran dos o más de los factores aquí previstos». En otras palabras, 
dicho parágrafo le asigna  
 
potestad reglamentaria al gobierno nacional para definir factores que permitan desempatar las ofertas en 
aquellos casos en que varios oferentes reúnan al tiempo dos o más de los factores previstos en el artículo 
35. 
 



 

  

Como se observa se trata de una competencia que, en concordancia con el artículo 189.11 superior, el 
gobierno nacional puede ejercer discrecionalmente para la ejecución de las leyes. Por tanto, sin perjuicio 
de que el Gobierno Nacional ejerza la potestad reglamentaria para regular los casos en que concurren 
dos o más de los factores de desempate, no es necesaria la existencia del reglamento como presupuesto 
necesario para aplicar el artículo 35 de la Ley 2069 de 2020. De este modo, se concluye que los factores 
de desempate del artículo citado son exigibles desde la fecha de su promulgación, es decir, deben tenerse 
en cuenta en los procesos de selección que se inicien después del 31 de diciembre de 2020. 
 
Promoción de las compras públicas de tecnología e innovación 
 
El inciso primero del artículo 36 de la Ley 2069 de 2020 dispone que «Las entidades estatales, de acuerdo 
con los lineamientos que establezca la Agencia Nacional de Contratación Pública ­Colombia Compra 
Eficiente, procuraran generar inversiones o compras que permitan involucrar nuevas tecnologías, 
herramientas tecnológicas e innovación en sus funciones o sistemas, que permitan generar mejores 
servicios a los ciudadanos, fomentar el desarrollo tecnológico del Estado, y promover en las empresas y 
emprendedores nacionales la necesidad de innovar y usar la tecnología dentro de su negocio. El Gobierno 
Nacional reglamentará esta materia». En este caso se observa nuevamente que la promoción de compras 
públicas de tecnología e innovación es un deber cuyo cumplimiento se sujeta tanto a la reglamentación 
de la materia como a los lineamientos de esta Agencia, razón por que requieren un desarrollo normativo 
posterior. 
En resumen, los artículos 31, 32, 34 y 36 de la Ley 2069 de 2020 aluden a la necesidad de expedir normas 
complementarias, mientras que los artículos 30, 33 y 35 –sin perjuicio del ejercicio eventual de la 
competencia prevista en el artículo 189.11 superior– son de aplicación directa. Por tanto, corresponde 
analizar si la reglamentación del primer grupo de normas anteriormente mencionado condiciona o no su 
entrada en vigencia. Este tema se abordará en el siguiente acápite. 
 
En esa línea, organismos, como la OIT con la colaboración de ACOPI, la ANDI, entre otras Entidades, 
realizaron un documento de trabajo titulado “Impacto de la Covid-19 en las Mipyme colombianas”, en el 
que expresan que desde el lado de la demanda se identifica la caída en las ventas en los sectores más 
sensibles a la crisis -restaurantes, hoteles, aerolíneas y eventos-, actividades productivas que debido a 
la interacción social debieron cerrar de forma parcial o completa. De igual forma, se presenta la reducción 
del consumo local y las exportaciones, que tiene implicaciones sobre la demanda de bienes y servicios 
por parte de las pequeñas y medianas empresas. Esto se suma a los problemas asociados con la falta 
de liquidez y flujo de caja, cuyo manejo se dificulta por las restricciones al crédito que tiene este segmento 
empresarial. Desde el lado de la oferta, se expone dentro del documento como un efecto de la pandemia, 
la reducción de la oferta de trabajo, explicada por factores como la enfermedad, las medidas de 
confinamiento, las restricciones de movilidad, las nuevas dinámicas asociadas al hogar, como es el caso 
del cuidado de los hijos, entre otros. También, se identifica en este grupo la disminuciÃ³n de la 
productividad de las empresas, toda vez que se adaptan sus procesos a las nuevas formas de trabajo, 
los ajustes en los procesos de producción y distribución y la interrupción en la cadena de suministros y 
materias primas. 
 
Recoge información registral de las cámaras de comercio del país y permite seguir la demografía de las 
empresas por organización jurídica, sectores y tamaño en esta línea, entre enero y diciembre del 2021 se 
crearon trecientos siete mil seiscientos setenta y nueve [307.679] unidades productivas o empresas, diez 



 

  

coma seis por ciento [10,6%] más que en el mismo periodo de 2020, cuando se ubicaron en doscientos 
setenta y ocho mil trecientos dos [278.302] del total de unidades registradas, el setenta y cuatro coma 
cuatro por ciento [74,4 94%] corresponden a personas naturales y el veinte cinco coma seis por ciento 
[25,6%] a sociedades. 
 
Esta misma organización señaló que de acuerdo con el tamaño de la empresa, medido por el valor de 
sus activos, se evidencia que el conjunto de nuevas unidades productivas está conformado principalmente 
por microempresas en un porcentaje del noventa y nueve coma cinco por ciento [99,5 2%], seguido por 
las pequeñas empresas que representan el cero coma cuatro por ciento [0,4 25%) y el restante se 
encuentra en las medianas y grandes empresas cuyo valor es el cero coma cero tres por ciento [0,03%] 
la distribución por tamaño permanece invariable en contraste con el mismo período en 2020. 

 
Con respecto a la dinámica por el tamaño de las empresas durante el periodo de enero a diciembre del 
2021, la creación de microempresas creció en un diez coma seis por ciento [10,6%] respecto al año 2020. 
las medianas empresas evidenciaron un crecimiento del uno coma cinco por ciento (1,5%) al pasar de 
sesenta y ocho (68] a sesenta y nueve [69] unidades productivas en 2021. 
 
Por otro lado, las grandes empresas experimentaron una variación positiva, en razón a que incrementó 
el número de negocios constituidos en el país, durante el periodo comprendido entre enero y diciembre 
del 2021, al presentar un crecimiento del cuarenta coma cero por ciento [40,0%] en las nuevas unidades 
productivas. 

 
 

 De acuerdo con las gráficas presentadas por Confecámaras se establece que la constitución de 
microempresas y pequeñas empresas se fortaleció en el país en el último año. Esto significa que aumentó 
el número de microempresas y pequeñas empresas creadas y, por tanto, resulta necesario establecer 
medidas que promuevan su participación en el sistema de compras públicas, mercado poco explorado 
para este tipo de organizaciones, para así incentivar su creación y contribuir con su fortalecimiento. 
 



 

  

Por su parte, es necesario destacar que las micro, pequeñas y medianas empresas, según el centro de 
estudios económicos de la Anif, juegan un papel esencial en la economía colombiana en tal sentido, las 
mipyme representan más del noventa y nueve por ciento [99 %5] de las empresas del país, las cuales 
generan aproximadamente el setenta y nueve por ciento [79 25] del empleo y aportan el cuarenta por 
ciento [40%] del producto interno bruto PIB. no obstante, según la Anif, un problema para este tipo de 
empresas es que si bien fomentan el empleo en Colombia, aún les falta crecimiento para ser más 
competitivas con las grandes empresas" por lo que es necesario promover su consolidación, entre otras 
medidas, mediante su inserción en el mercado de la compra pública, pues le facilitaría tener acceso a 
clientes como las entidades públicas, que tendría como consecuencia fortalecer su desempeño en el 
mercado como prestador de bienes y servicios. 
 
Por otro lado, el departamento nacional de estadística DANE en la encuesta de micro negocios hace una 
distinción de dos tipos de unidades económicas, derivadas de la situación en el empleo del propietario: 
los micros negocios de patronos [as] o empleadores [as] y los micro negocios de personas trabajadoras 
por cuenta propia. Los resultados obtenidos en 2021 indican que el noventa coma dos por ciento [90,2%] 
de los propietarios [as] de micro negocios eran trabajadores [as] por cuenta propia y solo el nueve coma 
ocho por ciento [9,8%] fueron patronos[as] o empleadores[as]. 
 
 

 
 
En esta misma encuesta, se evidenció que, en el total nacional, los micro negocios de trabajadores [as] 
por cuenta propia aumentaron el dos coma siete por ciento [2,7%] y los micro negocios de patronos (as] 
o empleadores [as] se incrementaron dos coma seis por ciento [2,6%] entre 2020 y 2021. Sin embargo, 
la cantidad de micro negocios presentó una variación negativa de cuatro coma uno por ciento [4,12%] 
entre 2019 y 2021, los micro negocios de trabajadores(as) por cuenta propia disminuyeron menos uno 
coma dos por ciento [-1,2%] y los [as] patronos [las] o empleadores [as] en -un veinticuatro coma cuatro 
por ciento [24,4]%. 
 



 

  

 
 
Conforme con lo anterior, los datos presentados demuestran que en el año 2021, si bien existió un 
fortalecimiento de los micronegocios de patronos(las) o empleadores(as) y los micronegocios de 
trabajadores(las) por cuenta propia respecto al 2020, en comparación con el número de micronegocios 
constituidos para el año 2019, aun todavía se muestra una disminución significativa del número de 
micronegocios constituidos hasta la fecha. esto significa que si se adoptarán criterios diferenciales en 
favor de las micro, pequeñas y medianas empresas -mipyme para promover la participación de estas en 
el sistema de compras públicas, se podría suscitar un aumentó en la constitución y el fortalecimiento de 
los micronegocios en el país, y generar una reactivación económica que sea igual o superior a lo 
registrado en el 2019. 
 
La agencia de contratación pública - Colombia compra eficiente-, desde la subdirección de estudios de 
mercado de abastecimiento estratégico, elaboró un estudio en el marco del cual se revisaron las 
empresas u organizaciones registradas en la plataforma del Secop II en este estudio se demuestra que 
el ochenta y cinco por ciento (85 25%) de los proveedores registrados son grandes empresas y un quince 
por ciento (15, 3%) corresponde a micro, pequeñas y medianas empresas. en este sentido, se evidencia 
que en el mercado de las compras públicas no hay una alta participación de las micro, pequeñas y 
medianas empresas, a pesar de que son los mayores empleadores y generadores de crecimiento 
económico en el país. 
 
Desarrollo profesional así¬ mismo, en este informe se expuso: “Es obvio que queda mucho por hacer 
para reducir y a la larga cerrar las brechas de género en el mundo. en una encuesta realizada para este 
informe, los países identificaron la violencia contra la mujer, la brecha salarial de género y la desigual 
participación en el trabajo no remunerado como los tres problemas más importantes en la desigualdad de 
género en su país. 
 
A pesar del tratamiento inequitativo en razón del género que se presenta en los emprendimientos y 
formación de empresas de mujeres, el banco interamericano de desarrollo BID- expresa que américa 
latina y el caribe es la región con más porcentaje de emprendimiento femenino del mundo, que significa 
más de ochenta y seis (86) mil millones de dólares anuales de la misma manera, se trata de un grupo 
que, si bien invierten cincuenta por ciento (50%) menos de capital que los hombres emprendedores o 
empresarios, logran un veinte por ciento (20%) más de ingresos. 
 



 

  

Colombia no es la excepción a la problemática de la inequidad de género en la economía y, por tanto, en 
la búsqueda del fortalecimiento y emprendimiento femenino se instauran soluciones mediante políticas 
públicas que permiten una inserción cada vez más creciente de las mujeres en los diferentes mercados. 
en este sentido, la exposición de motivos de la ley 2125 de 2021, “Por medio de la cual se establecen 
incentivos para la creación, formalización y fortalecimiento de las micro, pequeñas y medianas empresas 
lideradas por mujeres y se dictan otras disposiciones”, señaló que en los programas de fomento al 
desarrollo empresarial con enfoque de género no se garantiza una participación femenina en el ámbito 
nacional ni territorial por ejemplo, se resalta en este documento que los emprendimientos de mujeres no 
son los más consolidados y fortalecidos dentro del presupuesto total de la inversión. para el 2021, el 
presupuesto asignado fue de uno coma setenta y dos (1,72) billones de pesos, siendo apenas el dos 
coma nueve por ciento (2,9%) del presupuesto de inversión de la Nación. 
 
Bajo esa misma orientación, la ley 2069 de 2020, con la que se impulsa el emprendimiento en Colombia, 
enfoca una serie de programas, recursos e instrumentos del emprendimiento y desarrollo empresarial 
desde una perspectiva de género en impulsa. en consonancia, dentro del capítulo de género, en la que 
se reconozcan las brechas y las dificultades existentes para que las mujeres puedan acceder a la oferta 
institucional y que permita a su vez, el desarrollo y reactivación económica, en un contexto ocasionado 
por la pandemia del coronavirus covid-19. 
 
El foro económico mundial resalta que el avance hacia la equidad de género se estanca en grandes 
economías y sectores industriales. Esta situación se debe a que las mujeres ocupan empleos en los 
sectores más afectados por los cierres generados por la pandemia del covid 19, sumado a las presiones 
de sus ocupaciones asistenciales en el hogar. este organismo compara la evolución de las brechas de 
género en 4 áreas: participación y oportunidad económicas, logros educativos, salud y supervivencia, y 
empoderamiento político" la que nos interesa en este estudio es la brecha económica, donde se destaca 
que ha experimentado solo una mejora mínima desde el 2020 y se espera que tarde otros 267,6 años en 
eliminarse. el lento avance se debe a tendencias opuestas; si bien la proporción de mujeres entre los 
profesionales cualificados sigue aumentando, persisten las disparidades de ingresos y pocas mujeres 
ostentan puestos en equipos directivos. 
 
En una perspectiva regional, se encuentra que en américa latina ha alcanzado un nivel cercano a la 
igualdad de género en campos, como la salud y la educación. sin embargo, tiene inequidades en lo relativo 
con la participación económica femenina, pues según datos analizados por Powers y Magnoni, en todos 
los sectores económicos que estudiaron, la proporción de las utilidades mensuales promedio respecto de 
las ventas es del doce coma seis por ciento (126 %) para las empresas de mujeres y catorce coma seis 
por ciento (14,6%) para hombres. 
En esa misma línea, según la organización para la cooperación y el desarrollo económico -OCDE-, 
haciendo un estudio dentro de los países miembros expresa que las mujeres tienen menos probabilidades 
de emprender negocios y las empresas propiedad de mujeres tienden a ganar menos que las de los 
hombres solo por el hecho del género. 
 
Frente a lo anterior, es conveniente mencionar que si bien de acuerdo con los datos proporcionados por 
Confecámaras se han constituido nuevas unidades productivas que están clasificadas como 
microempresas, en la plataforma del Secop II se demuestra que la mayoría de las empresas registradas 
tienen la condición de grandes empresas. la poca participación de es mipyme en la contratación pública 



 

  

parece estar relacionada, según lo expresado en la exposición de motivos de la ley 2069 de 2020, en que 
contratar con entidades públicas se asocia con la corrupción, la repartición del mercado, el exceso de 
trámites y barreras normativas, entre otros. Es decir, hay una desconfianza por parte de las mipyme en 
el mercado de las compras públicas, por lo que resulta necesario establecer herramientas de estímulo, 
como es la configuración de criterios diferenciales en favor de estas empresas en los documentos tipo, 
mediante los cuales se promueva su participación. 
 
En este sentido, se hace indispensable la creación de criterios diferenciales y su incorporación en los 
procesos de selección que adelantan las entidades del estado, debido a que las mipyme aportan 
aproximadamente el cuarenta por ciento (40 25) del producto interno bruto (PIB) y son grandes 
generadoras de empleo. por tanto, resulta fundamental fortalecerlas a partir de su inclusión en el sistema 
de compras públicas del estado, lo cual también garantizará para las entidades públicas mayor nivel de 
concurrencia de oferentes o proponentes y, con ello, economía y eficiencia administrativa. en otras 
palabras, se presenta un beneficio mutuo tanto paras las mipyme, como para las entidades públicas, pues 
permite un mayor nivel de competitividad y crecimiento en el mercado de las compras públicas. 
 
A partir de lo expuesto, se evidencia la necesidad de incorporar los criterios diferenciales previstos en el 
artículo 22.12.4218. del decreto 1082 de 2015, relacionados con la inclusión de requisitos habilitantes 
diferentes y puntajes adicionales en favor de las mipyme. lo anterior debido a que la aplicación de este 
tipo de incentivos establecidos en la ley 2069 de 2020 y en el decreto 1860 del 2021, permitirá ayudar y 
fortalecer este tipo de organizaciones mediante su vinculación al mercado de la contratación pública, y 
tendrá como consecuencia aumentar el crecimiento económico y el empleo. en vista que, según lo 
descrito en las diferentes fuentes oficiales, es indispensable seguir fortaleciendo y estimulando a través 
este tipo de estímulos la participación de las mipyme. 
 
 

6. CLASIFICACIÓN EN COLOMBIA  
 

Teniendo en cuenta que al Decreto 1082 de 2015, se exige que para efectos de acreditación de 
experiencia las empresas deben encontrarse clasificados en el “Clasificador de Bienes, Obras y Servicios 
de las Naciones Unidas”, acorde con el objeto del presente proceso los proponentes deben encontrarse 
registrados en la siguiente clasificación: 
 

CLASIFICACIÓN 
UNSPSC 

SEGMENTO FAMILIA CLASE 

811015 
Servicios basados en Ingeniería, 

investigación y tecnología  

Servicios 
profesionales de 

ingeniería 
Ingeniería Civil  

811022 
Servicios basados en ingeniería, 

investigación y tecnología 

Servicios 
profesionales de 

Ingeniería 

Ingeniería de 
Transporte 

 
 

7. ESTUDIO DE LA DEMANDA 
 



 

Como parte del análisis de la demanda, que busca recopilar la experiencia adquirida por la entidad a lo 
largo de los procesos similares que se han adelantado, así como las lecciones aprendidas; situaciones 
estas que han sido un parámetro indispensable a la hora de la estructuración de los nuevos procesos de 
selección. 

 
ENTIDAD OBJETO VALOR 

INVIAS IP-DT-TOL-006-2024 

INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y AMBIENTAL PARA ATENDER 
SITIOS CRÍTICOS DE LA RED TERCIARIA A CARGO DE INVIAS, A TRAVES DEL SISTEMA DE 
MONTO AGOTABLE, EN VIAS A CARGO DE LA DT TOL 

$ 84.999.999 

INVIAS IP-DT-TOL-007-2024 

INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y AMBIENTAL PARA EL 
MEJORAMIENTO DE LA VÍA TERCIARIA GAITANIA - MARQUETALIA, CÓDIGO INVÍAS 30100 
EN EL MUNICIPIO DE PLANADAS, DEL DEPARTAMENTO DEL TOLIMA 

$ 120.000.000 

INVIAS IP-DT-TOL-008-2024 

INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y AMBIENTAL PARA EL 
MEJORAMIENTO DE LA VÍA TERCIARIA COELLO-ESPINAL, CÓDIGO INVÍAS 33530 EN EL 
MUNICIPIO DE COELLO EN EL DEPARTAMENTO DEL TOLIMA 

$ 130.000.000 

INVIAS IP-DT-TOL-009-2024 

INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y AMBIENTAL PARA EL 
MEJORAMIENTO DE LA VÍA TERCIARIA PALMAR – LA ARENOSA, CÓDIGO INVÍAS 31655 EN 
EL MUNICIPIO DE SALDAÑA DEL DEPARTAMENTO DEL TOLIMA 

$ 130.000.000 

INVIAS IP-DT-TOL-010-2024 

INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y AMBIENTAL PARA EL 
MEJORAMIENTO DE LAS VIAS TERCIARIAS PRADERA - LA PICOTA - SAN JORGE, CÓDIGO 
INVÍAS 34585 Y TABURETE - SAN FERNANDO - SAN JORGE, CÓDIGO INVÍAS 34580 

$ 120.000.000 

 
 
 
Este documento se realiza en Ibagué, en el mes de noviembre de 2024. 
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